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PEREIRA - RISARALDA


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, Septiembre diez de dos mil nueve.
Acta Nº 0074 de Septiembre 10 de 2009.

Hora:11:15 (a.m.) 
En la fecha y hora señalada, se constituye este Tribunal en audiencia pública, salvo el Dr. Hernán Mejía Uribe quien se declaró impedido para conocer del presente asunto, con el fin de desatar el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la parte actora respecto de la sentencia dictada por la señora Jueza Tercera Laboral del Circuito de esta capital el pasado 17 de abril del año que corre, dentro del proceso ordinario que promueve la señora MARÍA ISABEL MEJÍA DE MARULANDA contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.

La Sala en sesión previa revisó y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, que corresponde a la siguiente,

SENTENCIA 
Asesorada por un profesional del derecho, la gestora del litigio presentó demanda para que se ordene al ISS a reconocer y pagar su prestación económica de vejez a partir del 15 de marzo de 2008, fecha en la que reunió los requisitos para acceder a la misma; por lo tanto que se condene a la entidad demandada a cancelar las mesadas a partir de la fecha del cumplimiento de derechos con los respectivos reajustes legales, más las mesadas adicionales de junio y diciembre, con sus respectivos intereses moratorios, la indexación de las condenas y las costas procesales.     

Se fundamentan tales pretensiones, en los siguientes hechos que a continuación se mencionan:

La promotora del litigio nació el 15 de marzo de 1953, cuenta actualmente con más de 55 años de edad, hizo aportes al Sistema General de Pensiones contando con más de 500 semanas y por eso solicitó el reconocimiento de su pensión ante el ISS, la que le fue negada por medio de la Resolución No. 008265 del 28 de agosto de 2008 con el argumento de no contar con el número de semanas exigidas por la Ley 100 de 1993. A su vez la entidad demandada no manejó en forma precisa la información respecto al número de semanas realmente cotizadas y por tanto desconoció su derecho pensional.      

Admitida la demanda por auto del 21 de octubre de 2008, se ordenó correr el traslado del caso a la entidad accionada, la que una vez notificada en forma personal, por medio de procurador judicial, allegó el libelo contestatorio donde aceptó los hechos relacionados en los numerales primero, quinto y sexto, pronunciándose sobre los demás que no eran ciertos, se opuso a las pretensiones de la demanda indicando que a la demandante no le asiste ningún derecho, pues no cuenta con la densidad de cotizaciones suficientes para acceder a la prestación reclamada, formulando como excepciones de mérito: “Inexistencia de la obligación”, “Inexistencia de norma que reconozca el derecho al pago de intereses de mora” y  “Prescripción”.   

Continuando con el proceso se celebró la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral y de la Seguridad Social, declarándose superada la fase conciliatoria, se corrió traslado de las excepciones, prosiguiendo con la diligencia se fijó el litigio, no se adoptaron medidas de saneamiento y se decretaron las pruebas presentadas por las partes, todas de carácter documental allegadas al expediente en los escritos de demanda y contestación. 

Finiquitado el debate probatorio se dictó el fallo de primera instancia, en donde la a-quo revisó la situación de la accionante con base en los postulados del Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 del mismo año, en el que se infiere de acuerdo al articulo 12, que el derecho a la pensión de vejez lo tendrán las personas que reúnan las condiciones de edad -55 años de edad en el caso de las mujeres- y que se acredite un mínimo de 500 semanas de cotización pagadas durante los últimos 20 años anteriores al cumplimiento de las edades mínimas o 1000 semanas de cotización sufragadas en cualquier tiempo. La dispensadora de justicia encontró que las semanas cotizadas son insuficientes, pues apenas llegan a las 484 semanas, cifra inferior a la exigida por la norma, por lo que procedió a verificar si se reunían las 1000 semanas en cualquier tiempo, encontrando también incumplido este período de cotizaciones, pues apenas alcanza las 488,2857 semanas. En consecuencia absolvió al ISS de todas las prestaciones de la demanda.  

La decisión anterior fue objeto del recurso de apelación por parte del apoderado judicial de la parte accionante, quien sustentó en debida forma y con los siguientes argumentos:

Relata que el despacho aplicó la Ley 100 de 1993, a este proceso, en lo que corresponde al Régimen de Transición, plasmado en el artículo 36 de dicha norma situación que conlleva a que a que a la demandante se le despache favorablemente su prestación económica de pensión de vejez, conforme con los postulados del Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 del mismo año, en su artículo 12 determinó que  habría lugar a la pensión de vejez con el hecho de acreditar un mínimo de 500 semanas de cotización dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad. En el caso de la accionante ella cumplió 55 años de edad el 15 de marzo de 2008, como quiera que su fecha de nacimiento fue el 15 de marzo de 1953, debiéndose tomar el computo de las 500 semanas dentro de los 20 años al cumplimiento de su edad, en el periodo comprendido entre el 15 de marzo de 2008 y el 15 de marzo de 1988, en el cual sí cumple con la densidad de cotizaciones. Pide al Tribunal recontar el número de semanas aportadas por la gestora del litigio.   

Concedida la alzada, se remitieron las diligencias a esta Sala, donde se dispuso el trámite propio de la instancia.

Se dispone la Sala a resolver lo que corresponda, con base en las siguientes, 

CONSIDERACIONES
Competencia.

Esta Judicatura es la llamada a desatar el recurso de apelación interpuesto por el togado que representa los intereses de la parte actora, en virtud de la reunión de los factores territorial y funcional.

Problema jurídico.

El único motivo de disenso que muestra el recurrente con la decisión dictada en primer grado, es el atinente al cumplimiento de los requisitos para acceder a la pensión de vejez, en los términos del artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990.

La Jueza de primer grado consideró que los mencionados requisitos no se cumplían en el caso de la señora Mejía de Marulanda, pues si bien tenía la edad requerida -55 años-, no contaba con la densidad de cotizaciones -500 semanas en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad o 1000 en todo el tiempo-.

Pues bien, el primero de los pasos que debe seguir esta Colegiatura es efectuar  un conteo de las semanas cotizadas en los 20 años que antecedieron al cumplimiento de la edad por parte de la postulante, que son las que considera el recurrente como cumplidas. Dicho período comprende los ciclos aportados el 15 de marzo de 1988 y la misma fecha de 2008, esta última, cuando la demandante cumplió los 55 años. Para tal tarea, esta Sala se apoyará en la historia laboral allegada al plenario por requerimiento del Juzgado –fls. 34 y ss-. El análisis de dicho documento arroja los siguientes resultados.
Entre el 10 de septiembre de 1993 y el 31 de diciembre de 1994 (fl. 39) …. 478 días.

Según relación de autoliquidaciones, entre el 1º de enero de 1995 y el 15 de marzo de 2008…….3.435 días
Total días cotizados en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad: 3.913 días.
Dicho número de días equivale a un total de 559 semanas, cifra que supera el mínimo exigido por la norma, por lo que se reúnen en cabeza de la demandante todos los requisitos para que acceda a la pensión de vejez, de conformidad con el Acuerdo 049 de 1990.
Por lo tanto, no hay duda que erró la dispensadora de justicia a-quo al negar las pretensiones bajo el argumento de insuficiencia en cuanto a las cotizaciones, por cuanto se ha demostrado que sí cumplía la actora con el número de semanas necesarias para acceder a la pensión de vejez.

En cuanto a la fecha a partir de la cual ha de reconocerse la prestación pensional, debe decirse que no existe un retiro expreso del sistema de pensiones, sin embargo, como lo ha reiterado en varias ocasiones esta Judicatura, el retiro también puede operar de forma tácita, esto es, cuando se conjugan dos situaciones que son el cese de cotizaciones y la solicitud de prestaciones económicas. En el presente caso, la promotora del litigio efectuó la última cotización el 30 de marzo de 2008, fecha a partir de la cual cesó en el pago de sus aportes y elevó la reclamación ante el ISS el 12 de junio de 2008, según se desprende de la copia de la Resolución No. 008265 –fl. 16-, por lo que la pensión habrá de reconocerse desde el 1º de abril de 2008. Para su liquidación, el Instituto de los Seguros Sociales deberá aplicar el IBL obtenido de conformidad  con lo normado en el inciso 3º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y aplicar la tasa de reemplazo que corresponda, conforme a la tabla estatuida en el parágrafo 2º del artículo 20 del Acuerdo 049 de 1990. 
Respecto de los intereses moratorios solicitados, habrá de decirse que los mismos son procedentes en las pensiones que se conceden con apoyo en el régimen transitivo y el Acuerdo 049 de 1990, por cuanto se ha entendido que las mismas forman parte de la Ley 100 de 1993, máxime cuando existen múltiples puntos de coincidencia entre el actual sistema pensional y el anterior. Al respecto, vale la pena traer a colación el siguiente pronunciamiento del máximo Tribunal de la jurisdicción ordinaria laboral sobre el tema:
Que el régimen pensional de los Acuerdos del Seguro Social que reglamentaron el seguro de Invalidez, Vejez y Muerte no se diferencia del de prima media con prestación definida y que, según el señalado artículo 31 de la Ley 100 de 1993, a este último régimen se hallen incorporadas las normas de aquél que no hayan sido expresamente modificadas, ha permitido a la Corte concluir que en tratándose de prestaciones reconocidas en vigencia de la mentada Ley 100 de 1993 pero con base en las disposiciones del Acuerdo 049 de 1990, debe entenderse que la respectiva prestación ha sido conferida con sujeción a la normatividad integral de la Ley 100 de 1993, por virtud de lo dispuesto por el inciso segundo del mencionado artículo 31 de la Ley 100 de 1993, que, como se dijo, integró al régimen solidario de prima media con prestación definida las ‘disposiciones vigentes para los seguros de invalidez, vejez y muerte a cargo del Instituto de Seguros Sociales, con las adiciones, modificaciones y excepciones contenidas en esta ley’, al preceptuar que esas disposiciones le serán aplicables a ese régimen, que, como es suficientemente sabido, es uno de los dos que componen el sistema general de pensiones.

Por esa razón, a partir de la sentencia del 20 de octubre de 2004, radicado 23159, ha proclamado esta Sala de la Corte que una pensión que jurídicamente encuentra sustento en el Acuerdo 049 de 1990, disposición que, como quedó visto, ha sido acoplada al régimen de prima media con prestación definida, debe ser considerada como una pensión que origina ‘el pago de las mesadas pensionales de que trata esta ley’, como lo señala el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 para sancionar la mora en el pago de dichas mesadas, por cuanto es razonable concluir que corresponde a una pensión del susodicho régimen solidario de prima media con prestación definida, por las razones anotadas en precedencia.

Y si ello es así, forzoso es concluir que la falta de pago de las mesadas debidas origina el reconocimiento de los intereses moratorios consagrados en la antedicha norma legal". 
 (negrillas fuera del texto).
Clarificada la procedencia de los intereses moratorios en las pensiones concedidas con apoyo en el régimen de transición y en aplicación del Acuerdo 049 de 1990, pasará la Sala a analizar el momento desde el cual deben reconocerse los mismos, para lo cual debe tenerse en cuenta el momento de la solicitud de la pensión y los términos que la legislación ha concedido a los entes de la seguridad social para resolver dichas peticiones. Según el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, la pensión ha de reconocerse en el término de 4 meses después de elevada la solicitud, además, la Ley 700 de 2001, estableció en su artículo 4º que las mesadas pensionales han de iniciarse a pagar a más tardar, dentro de los 6 meses siguientes a la solicitud. Así las cosas, se entiende que existe mora por parte de la entidad, en el reconocimiento y pago de la pensión, cuando han transcurrido seis meses de la solicitud y no se ha iniciado el pago. En el presente caso, teniendo en cuenta que la solicitud se elevó el 12 de junio de 2008, como se desprende de la Resolución No. 8265 –fl. 16-, habrán de imponerse los intereses moratorios al ente accionado, a partir del 12 de diciembre de 2008 y hasta tanto se paguen los valores debidos, en los términos establecidos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993.
La prosperidad de esta pretensión, hace inviable la solicitud de indexación.

En cuanto a las excepciones propuestas por la entidad demandada, serán declaradas imprósperas, conforme a las consideraciones ya consignadas.  

Las costas de ambas instancias, de conformidad con el artículo 392 numeral 4 del Estatuto Procesal Civil, aplicable en materia laboral por autorización del canon 145 del Código Adjetivo Laboral, quedan a cargo del Instituto demandado.
En síntesis, habrá de revocarse totalmente la decisión apelada y en su lugar se declarará que la actora tiene derecho a percibir la pensión de vejez, a partir del 1º de abril de 2008.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

FALLA
REVOCAR la sentencia apelada y en su lugar:
PRIMERO: DECLARAR que la señora María Isabel Mejía de Marulanda tiene derecho al reconocimiento y pago de su pensión de vejez, en aplicación del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y el canon 12 del Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 del mismo año.

SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración, se condena al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a que reconozca y pague la pensión de vejez a la señora Mejía de Marulanda, desde el 1º de abril de 2008. Para la liquidación de la pensión, el Instituto de los Seguros Sociales deberá obtener el IBL de conformidad con lo normado en el inciso 3º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y aplicar la tasa de reemplazo que corresponda, conforme a la tabla estatuida en el parágrafo 2º del artículo 20 del Acuerdo 049 de 1990.
TERCERO: CONDENAR al Instituto de Seguros Sociales, al pago de los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, desde el 12 de diciembre de 2008 y hasta que se satisfaga debidamente la obligación, aplicándose para su liquidación la tasa máxima de interés  moratorio vigente al momento del pago.

CUARTO: Se absuelve al ISS de las demás pretensiones contenidas en la demanda.

QUINTO: Se declaran imprósperas las excepciones propuestas por el Instituto de Seguros Sociales en la contestación de la demanda.
SEXTO: Las costas de ambas instancias estarán a cargo del Instituto de Seguros Sociales.   

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se da por terminada y en constancia se firma el acta por quienes en ella intervinieron.

Notificada en estrados. 

Los Magistrados,
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES









(IMPEDIDO)


ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON 


HERNÁN MEJÍA URIBE
LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
� Sentencia de 24 de febrero de 2005, radicación 23759
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